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RESUMEN
Las instituciones educativas, como parte de las políticas que tradicionalmente tuvieron por objeto a la infancia, forman parte del entramado de instituciones que intervienen en los temas referidos a su gobierno. Bajo el paradigma del patronato (1919), basado en el derecho tutelar, las propuestas de pedagogos y las prácticas escolares estuvieron  relacionadas al acompañamiento y colaboración con la autoridad judicial (Stagno, 2010). Con el desplazamiento de aquel paradigma al de la promoción y protección integral de derechos, la autoridad de aplicación pasó de los tribunales de menores (poder judicial) a la de los organismos administrativos (poder ejecutivo); debiendo asumir los actores escolares la mirada de la integralidad de los derechos de los/as niños/as y su parte de corresponsabilidad ante la detección de su vulneración. Como actor corresponsable, la escuela, detecta posibles situaciones de vulneración y da intervención a los servicios locales de promoción y protección de derechos de niños, niñas y adolescentes (SLPPDNNA). El trabajo en red y la intervención conjunta entre éstos y la institución escolar se propone –gubernamentalmente- como la forma en que debe abordarse la restitución de derechos. Esto nos lleva a centrar la mirada –en tanto objeto de estudio- en los discursos y prácticas, o en términos de Foucault (1979), en las prácticas discursivas y no discursivas, desarrolladas por las instituciones educativas de nivel primario de una ciudad intermedia de la provincia de Buenos Aires, justificando la necesidad de  tomar  una medida excepcional de protección de derechos. Se parte de la  hipótesis que estas prácticas, aunque con un nuevo vocabulario, fluctúan entre los ya mencionados modelos de intervención respecto  de  la condición jurídica de la infancia; instalando preguntas relativas a las formas que asume la regulación o gobierno de los otros en tanto “actividad más o menos racional que emplea una variedad de técnicas y formas de saberes procurando modelar las conductas” (Langer, 2010, p. 42). La intención de este texto es identificar las prácticas situadas en el territorio, tratando  de dar cuenta de las formas en que entran en relación los actores. Específicamente, cómo se va construyendo la institucionalización de los derechos de los/as niños/as y  la manera en que ello  se expresa a través de discursos y prácticas destinados a su protección. En definitiva, cómo se va conformando ese dispositivo de promoción y protección de derechos  en el territorio.
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Introducción
La conformación de un sólido campo de estudios sobre la infancia y la adhesión de nuestro país a la Convención Internacional de Derechos del Niño en 1989 (CIDN) han producido profundos cambios en la percepción social de la infancia; proponiéndola como un analizador privilegiado de la cultura política y de la cultura pedagógica en tanto receptáculo simbólico de proyectos sociales en disputa (Carli, 2006). El desplazamiento producido a fines del siglo XX en la concepción jurídica de la infancia desde el modelo de situación irregular o tutelar hacia el de la protección integral de derechos, ha resultado sinuoso, complejo y hasta paradojal. Por un lado, se observa un avance global profundo en materia de derechos para la infancia pero, por el otro y al mismo tiempo, un retroceso social a partir de la implementación de políticas neoliberales en Latinoamérica. 
En Argentina, a principios del siglo XXI, la incorporación de la mirada integral de derechos en el sistema educativo viene derivando en un proceso complejo de abordar, destacándose la formalización de un nuevo espacio, el socioeducativo, en el que la trayectoria de los alumnos provenientes de sectores pobres y vulnerables transcurre entre la escuela y otras organizaciones sociales en busca de inclusión e integración social y educativa (Giovine, 2012; Martignoni, 2013; Giovine y Martignoni, 2014). En este contexto, comienza a cobrar centralidad el principio de corresponsabilidad como eje rector ante la promoción y protección de derechos, es decir, la intervención conjunta de diferentes actores sociales y educativos para la implementación de estrategias integrales que permitan su restitución si han sido vulnerados; intentando sustituir la práctica de la derivación por la de interdependencia. El sistema educativo, cada escuela y centralmente los Equipos de Orientación Escolar (EOE) resultarán actores destacados dentro de este “dispositivo de promoción y protección de derechos de niños, niñas y adolescentes” (DPPDNNA) ya que son los que en la actualidad intervienen–además de otros equipos de inclusión-ante situaciones en las que se detecta una vulneración. 
Teniendo en cuenta algunos aportes de la teoría foucaultiana, esta ponencia se propone presentar un avance de la tesis de licenciatura
 centrada en el interés sobre las prácticas discursivas
 (Foucault, 1979) que, en un contexto de institucionalización de derechos, llevan adelante distintos profesionales integrantes de los EOE del nivel de educación primario, de los SLPPDNNA y otras organizaciones sociales, justificando la necesidad de adoptar una medida excepcional de protección
 ante la detección de vulneración de derechos sobre un/aniño/a. El trabajo de campo se ha llevado a cabo en una ciudad intermedia de la provincia de Buenos Aires, más específicamente en una escuela primaria de las denominadas periféricas,  seleccionada en virtud de las intervenciones desarrolladas entre su EOE y el SLPPDNNA. Se intentará observar las formas en que estos actores corresponsables entran en relación y las tensiones que se detectan en la construcción de intervenciones conjuntas, especialmente, cuando éstas implican la separación del niño de su medio familiar. La principal hipótesis que orienta esta investigación está centrada en la persistencia de prácticas discursivas más cercanas al paradigma de la situación irregular o tutelar que al de  promoción y protección integral de derechos.

La estrategia metodológica propuesta es cualitativa de carácter inductivo, con un tipo de diseño para el estudio de caso único con múltiples unidades de análisis (Stake, 1998; Forni, 2010). A través de una investigación exploratoria inicial con Inspectores de la Modalidad de Psicología Comunitaria y Pedagogía Social (MPC y PS) quienes están a cargo de supervisar los EOE, se obtuvieron datos relevantes que permitieron identificar aquellas escuelas de nivel primario en las que se implementa el mayor número de intervenciones con los SLPPDNNA; seleccionando la más representativa en diversidad de casos. Asimismo se utilizan aportes de la etnografía bajo el propósito de acceder a dichas prácticas a través de la relación directa con sus actores; acudiendo a la realización de entrevistas semiestructuradas a profesionales de los EOE y de los SLPPDNNA, así como de otras organizaciones sociales intervinientes. La intención es que, a  través del análisis de las prácticas discursivas de dichos actores, podamos observar cómo esos ejercicios de poder que intentan “gobernar” se despliegan en nuestro contexto local combinándose y re-combinándose de distintas maneras (Villalta, 2013). No se trata tanto de clasificar prácticas de “patronato” o de “protección” sobredimensionando la capacidad de control sobre los niños y las familias por parte de un agente del estado que aplica mecánicamente las leyes y las reglamentaciones, sino más bien dar cuenta de las formas que adquiere en el territorio la promoción y protección de la niñez, de qué manera operan rupturas y continuidades entre la lógica de la situación irregular y la actual noción del/a niño/a como sujeto de derechos. 


Para ello, esta ponencia se organiza en torno a dos apartados. El primero explora desde el marco normativo las formas de abordaje que deben contemplar las instituciones educativas del nivel primario (EOE) ante la detección de situaciones conflictivas o de vulneración de derechos. El segundo centra la mirada en los discursos y las prácticas situadas; tratando de observar territorialmente cómo entran en relación los denominados efectores
 corresponsables de la promoción y protección de derechos. 
1. La nueva institucionalidad: integralidad y corresponsabilidad en la promoción y protección de derechos de NNA.

La articulación entre la infancia, la protección de derechos y la escuela  adquiere mayor complejidad al pensarla en un espacio de prácticas y discursos capilares que luego sostendrán decisiones, como por ejemplo, las de una medida excepcional o de abrigo sobre la vida de niños/as. Desde una perspectiva foucaultiana, interesa particularmente destacar la noción de  gobierno en tanto ensamblaje de acciones y medios para la conducción de la conducta –de si y de otros- en pos del bienestar poblacional. Y más específicamente, la del gobierno de la infancia como analítica producida en torno a la preocupación por las formas de definición de la cuestión social alrededor de las nuevas generaciones y el modo en que se han imbricado el bienestar, el control, la edad y el género (Llobet, 2015). Cuestión ésta significativa al momento de reflexionar sobre las prácticas que constituyen y rodean al proceso de institucionalización de derechos de los niños como un proceso con matices,  tensiones y contradicciones, dado que estos enfoques evitan la escisión entre política y psicología.
Desde una perspectiva antropológica
, se propone a la infancia como un proceso que no es unívoco, sino dinámico y conflictivo. Convenciones que parecen universales e inapelables se vuelven problemáticas cuando se consideran las variables culturales, étnicas, regionales y de género (Marre, 2013). Esto implica la imposibilidad de proponer una definición universal de infancia, así como, una visión homogeneizante en los abordajes teóricos -aunque prevaleciente desde esta perspectiva-  a favor de  comprender y valorar la “lógica del otro” como legítima en las múltiples formas de entender la infancia en tanto agente social (Lionetti, 2011).A su vez, un hecho político fundamental como fue la CIDN puso en el centro de la discusión la cuestión de la condición jurídica de la infancia, así como un debate en torno a sus derechos; promoviendo la apertura de toda una línea investigativa sobre el campo problemático de la  infancia.
1.1 La actual condición jurídica de la infancia

Luego de la crisis del 2001- resultado de la aplicación de una década de políticas neoliberales- la repolitización en la esfera pública y de las políticas públicas de carácter litigioso y redistributivo (Carli, 2017) -aunque bajo la persistencia de  la cultura global de la infancia
-,  dio lugar al reconocimiento de una diversidad de experiencias en el ser niño. Los derechos propuestos por la CIDN se combinaron con nuevas legislaciones como la Ley Nacional de Promoción Integral de los Derechos del Niño N°26.061/06 (LNPIDN) y la Ley Provincial de Promoción y Protección de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes N°13.298/07 (LPPPDNNA). Ambas -actualmente vigentes- reconocen  el estatus jurídico de la infancia en acciones como es el derecho de los/as niños/as a ser oídos/as, a participar, a expresar su opinión, a tener sus propias ideas y creencias; previendo formas de compelir a los adultos (Estado, comunidad, familias, organismos) a crear las condiciones para el cumplimiento de derechos.

El DPPDNNA
 propone la consideración de los derechos como necesidades convergentes que no pueden satisfacerse de manera aislada; convocando por ende, al armado de una red de organizaciones que se fortalezcan a través de su articulación. Dispositivo que se montará, desde el punto de vista discursivo, sobre  conceptos como los de sistema y corresponsabilidad, entendiendo que actores de distintas organizaciones -manteniendo sus objetivos y competencias-, deberían interactuar sobre la base de acuerdos; asumiéndose corresponsables del funcionamiento del sistema o red, a fin de garantizar el pleno cumplimiento de los derechos de las niña/os y adolescentes. Como parte de este sistema también adquiere relevancia la idea de territorialidad, no sólo identificada con los límites de su materialidad, sino con un vínculo entre el fenómeno social y el medio espacial (Ortiz, 1996), es decir, “como un conjunto de planos atravesados por procesos sociales diferenciados” (p.60) en el que se entrecruzan las realidades locales, nacionales y también procesos de mundialización –en lo referente a la adecuación de acuerdos internacionales, en este caso, la CIDN- que se atraviesan con los anteriores (Giovine, Martignoni, Bianchini, Suasnábar, 2014). La territorialidad se erige como un elemento clave a la hora de legitimar la competencia de la promoción y protección de derechos y ha sido una de las máximas de los gobiernos municipales en las últimas décadas, esto es, la apuesta por una mirada “comunitaria” y la proximidad a las problemáticas vecinales (Magistris, 2016). 

Ante situaciones de vulneración de derechos la LPPPDNNA, brinda elementos claros sobre los procedimientos que deben llevarse a cabo, en qué casos se deberá dar intervención a los SLPPDNNA y bajo qué situaciones debe tomar intervención la autoridad judicial. La ley fija criterios para determinar las denominadas medidas ordinarias de promoción y protección y las medidas extraordinarias como son los pedidos de abrigo y guarda institucional. Ambas presentan las mismas características generales en cuanto a su excepcionalidad, provisionalidad y finalidad de protección de derechos (Pellegrini, 2010). Sólo en caso de que fracasen las medidas ordinarias de protección se podrán poner en marcha las medidas extraordinarias. Sin embargo, teniendo en cuenta algunos hallazgos del trabajo de campo realizado hasta el momento, el número de casos de abrigos o guardas institucionales adoptados desde el actual DPPDNNA y las argumentaciones esgrimidas para tomar dichas medidas son llamativos; pudiendo hipotetizarse que, de forma paradojal, suelen esgrimirse argumentos más cercanos a la lógica de la situación irregular que a la lógica de la promoción integral. Algunos autores como Rodríguez y Fernández (2011) señalan que en la práctica, la actividad estatal respecto al resguardo de los derechos de los niños se convierte muchas veces en un fin en sí mismo más que un medio provisorio de ayuda para los niños en problemas. Encuentran que en razón de esto se recurre a la medida considerada más ágil, rápida y menos dificultosa, pero a su vez, la más vulneratoria de otros derechos fundamentales como es la institucionalización del niño y su afectación a otro derecho como es el de vivir con su familia de origen.
En cuanto a las políticas educativas, luego del fracaso de las reformas neoliberales y el pretendido desplazamiento de la focalización hacia un nuevo discurso más fuertemente anclado en la inclusión, ha podido observarse la trayectoria de los alumnos provenientes de sectores pobres y vulnerables transcurre entre la escuela y otras organizaciones sociales en busca de integración e inclusión: escuelas públicas, centros de atención infantiles, comedores comunitarios, centros de día, hogares convivenciales y de puertas abiertas, organizaciones relacionadas a diferentes credos religiosos, etc, que despliegan sobre ellos específicas miradas y formas de intervención (Martignoni, 2013). Bajo el progresivo reconocimiento del carácter educativo de estas organizaciones, las actuales leyes educativas -Ley Educación Nacional Nº 26.206 y Ley Educación Provincial N°13.688- sostienen una visión amplia de la integralidad y la corresponsabilidad para sumarse así al DPPDNNA; específicamente, el Ministerio de Educación de la Nación (2010) promueve formas de articulación posible entre el sistema de promoción y protección de derechos y el sistema educativo
, buscando generar un trabajo en red que en su conjunto irá conformando  aquel dispositivo. En forma conjunta con la DGCyE (2012)  intentan brindar herramientas de intervención para que los actores institucionales puedan hacer frente a situaciones complejas o conflictivas que se produzcan en el ámbito escolar
.

Si bien ambas instancias gubernamentales coinciden en que el conflicto es inherente al ser humano y forma parte del trabajo, la provincia se distancia de la nación al plantear que algunas de esas situaciones conflictivas pueden implicar una amenaza contra la integridad psicofísica autoinfligida o hacia otros. Detectada la conflictividad, se describen las primeras intervenciones, entre las cuales se destaca la atención y escucha de los sujetos afectados, el labrado de actas y la información inmediata de las acciones a los inspectores de enseñanza y de éstos a los inspectores distritales.  De toda esta proclama discursiva, resulta significativo destacar la noción de corresponsabilidad por considerarla –como se mencionara- el elemento clave que incluye al sistema educativo dentro del DPPDNNA; 
“La corresponsabilidad alude a que cada sector, conforme a su competencia, será responsable de la promoción y protección del derecho que debe promover o proteger, al mismo tiempo que para su restitución debe estar en relación con los demás actores sociales. Esto significa, una intervención coordinada. En un escenario de corresponsabilidad y gestión compartida cada actor presenta responsabilidades que le competen específicamente y se complementan con las de los demás, esto es, una intervención coordinada. El principio de corresponsabilidad pretende sustituir la práctica de la “derivación” de casos entre instituciones para propender a la interdependencia entre las mismas con el objeto de promover, proteger y restituir derechos en forma integral. Las competencias y responsabilidades de los diferentes actores deben amalgamarse en estrategias integrales, concertadas por los mismos para evitar la intervención fragmentada y lograr un impacto real sobre el problema” (DGCyE, 2012:7).


De esta manera, el sistema educativo, cada escuela y centralmente los EOE resultan  actores destacados dentro de este dispositivo de promoción y protección de derechos ya que son los que en la actualidad intervienen mayormente ante situaciones de detección de vulneración de derechos. Pertenecientes a la MPC y PS, si bien tienen una larga historia dentro del sistema educativo provincial, cuyas intervenciones han respondido a  distintos paradigmas educativos y psicológicos, en la actualidad intentan trabajar desde el paradigma de la complejidad y la interdisciplina bajo un enfoque psicoeducativo. La mirada comunitaria apunta al desarrollo de prácticas participativas y una perspectiva de la inclusión con aprendizaje. La intervención de dichos equipos supone una imbricación de campos disciplinares entre lo legal, lo educativo y el discurso psicológico, complejizando aún más este DPPDNNA.

Así pues, en esta primera parte del trabajo y luego de reseñar las normativas más destacadas en lo concerniente a la institucionalización de derechos en el ámbito educativo, se irán presentando algunas claves de lectura para la construcción del problema de la “promoción y protección de derechos” en el ámbito educativo y cómo estas cuestiones fueron ganando protagonismo en el espacio escolar. 
2.La nueva institucionalidad socioeducativa en el territorio.

A diario profesionales de diversas instituciones –administrativas (SLPPDNNA), del campo educativo y de la salud, así como de otros organismos- participan de la protección estatal a la infancia para describir, ordenar, intervenir y administrar una amplia gama de comportamientos atribuidos principalmente a las familias (Grimberg, 2010). Veremos cuáles son esos actores corresponsables y cómo entran en relación ante la detección de una vulneración de derechos y qué tensiones se observan en sus vínculos. 

2.1 Los actores identificados
A partir de una indagación exploratoria previa con inspectores de la MPC y PS se logró identificar una escuela en la que las intervenciones entre el EOE y el SLPPDNNA produjeron la toma de un número significativo de medidas excepcionales de protección. De las entrevistas realizadas con los miembros de aquel equipo escolar, comenzaron a surgir referencias a otras organizaciones con las cuales entraban en contacto en busca de resolver lo que estos actores denominan la red integral para la restitución de derechos constituida –en este caso- por la inspección de enseñanza de la citada modalidad, el EOE de la escuela objeto de la investigación, el equipo técnico de una de las delegaciones del SLPPDNNA y el equipo técnico de un Centro de Día (CdD) dependiente de la Subsecretaria de Niñez, Adolescencia y Familia del Municipio; todos ellos pertenecientes a la Región XXII.

Integrados por Orientadora Escolar (O.E), Orientadora de Aprendizajes (OA), Orientadora Social (O.S) y Fonoaudióloga (F.O), el principal objetivo del EOE es colaborar de forma interdisciplinaria en el sostenimiento de las trayectorias educativas de niño/as, y adolescentes; constituyendo uno de sus ejes centrales la intervención ante situaciones de vulneración de derechos, incluso cuando entra en juego la integridad física o psicológica. 

El CdeD -conformado por operadores de calle, preceptores y un equipo técnico integrado por una trabajadora social/TS, una psicóloga/PS y psicopedagoga/PSP- es definido como una institución prevencional de acompañamiento a los/as niños/as y sus familias, abocándose especialmente a la problemática del trabajo infantil y la mendicidad. Considerado como  una de las puertas de acceso al DPPDNNA previstas dentro de la institucionalidad estatal, el acceso de los niños al CdD se produce por la detección del niño/a en la vía pública en situación de trabajo, por lo que los operadores de calle intervienen y lo/a derivan hacia esta institución que persigue el objetivo de sacarlos/as de la calle y darle alguna respuesta concreta a su problemática de vulneración. En otros casos, el ingreso se produce espontáneamente por referencia de otros/as niños/as o familias o derivaciones provenientes de instituciones con las que el CdD trabaja articuladamente, entre ellos, la escuela.
Los SLPPDNNA son unidades operativas que surgen a partir de la implementación de la LPPPDNNA siendo su autoridad de aplicación el Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia de Buenos Aires. Del trabajo de campo realizado se detectó que a la escuela seleccionada le correspondía articular con uno de ellos en particular. El equipo de trabajo –entrevistado en la Delegación municipal del barrio-, está conformado por una abogada, una trabajadora social/TS y una psicóloga/PS. Su principal eje de trabajo consiste en favorecer el acceso de los/as niño/as a planes y programas disponibles en su comunidad tendientes a prevenir, asistir, proteger y/o restituir sus derechos vulnerados (Artículos 18 y 19 de la LPPPDNNA). Las estrategias de intervención –de acuerdo al marco normativo ya mencionado- deben tender al fortalecimiento de la función familiar, a través de la ejecución e implementación de políticas públicas específicas que permitan remover los inconvenientes y dificultades que pudieran presentar las familias en su función originaria de crianza y desarrollo de sus niños/as. Se establece un procedimiento de actuación, caracterizado por la búsqueda de consensos y compromiso de los actores directos de la situación planteada, ya que los SLPPDNNA , no disponen las medidas, sino que formulan propuestas para facilitar a los padres o responsables legales, el ejercicio de los deberes y derechos con relación a ellos, resaltándose el carácter consensuado de las decisiones que en cada caso se adopten, conforme lo dispone expresamente el artículo n° 18.1 del Decreto Reglamentario N°300/2005 (Pellegrini, 2010). Es decir que los acuerdos e intervenciones que puedan llevarse adelante no son vinculantes para los implicados, dado que el DPPDNNA no tiene las competencias del poder judicial en cuanto a  penalización.  
2.2. Las relaciones interinstitucionales
Intentaremos caracterizar las relaciones interinstitucionales entre los actores antes mencionados, al observar cómo operan la “integralidad” y la “corresponsabilidad” en el territorio (Villalta, Llobet, 2014) al momento de realizar intervenciones conjuntas, especialmente aquellas que implican la toma de una medida excepcional de protección. 
Es particularmente importante analizar la relación que entabla el sistema educativo con el SLPPDNNA, en tanto la detección de situaciones de vulneración de derechos implica, según la gravedad del caso, una denuncia ante la comisaría de la mujer y luego el contacto posterior con dicho organismo administrativo. En buena parte de las entrevistas realizadas -tanto a los actores escolares como administrativos (SLPPDNNA)- emergen relatos acerca de la compleja construcción de lazos entre equipos de profesionales del SLPPDNNA y los EOE; otorgando al proceso un carácter sinuoso y de reclamos mutuos. Es en esta instancia donde se observa el modo particular que adquiere la profesionalización de la intervención en los sistemas de protección de derechos, la cual se asocia directamente con un repertorio de estrategias de acción habilitadas y legitimadas localmente. En tanto prácticas, estas estrategias están impregnadas del “saber técnico” el cual -desde la perspectiva de Donzelot (2005)- está altamente ideologizado. De allí la importancia de observar el diálogo que las mismas entablan con los saberes profesionales, las dimensiones morales, psicológicas, de género, y de clase que subyacen en las mismas. Por un lado, los profesionales de los EOE reclaman mayor democratización en las decisiones y participación en pie de igualdad, así como acompañamiento ante las situaciones de vulneración detectadas desde el ámbito educativo. Sienten menoscabado sus saberes profesionales y buscan sostén en actores del sistema educativo de mayor rango jerárquico como elemento de resistencia  frente lo que entienden como desvalorización de sus actuaciones.
“Cuando se dio lo de B que se hizo la medida de abrigo nos empezaron a tomar más en serio, que no estábamos denunciando una pavada, que no somos tontas que llamamos por una pavada. Pero al principio, no era un lugar de trabajo común (…) Después, veíamos que esto del acompañante [familiar] también se manejó mal porque hablaba solamente con el SLPPDNNA, entonces nosotros queríamos saber qué pasaba, por qué el nene faltaba, y no, nada, porque por una cuestión de encuadre... Si las que conocíamos al nene y la familia éramos nosotras (…) Estas cosas de decir: Yo superviso al acompañante entonces ustedes no se metan ¿viste? todas cosas que perjudicaban el trabajo. Cuando fuimos varias veces con las inspectoras a las entrevistas, que fue una situación muy tensa que no hubiera sido necesario, finalmente el acompañante dio un informe que coincidía con nosotras” (OA).

Como contraparte, los SLPPDNNA tienen  mayor potestad en cuanto a la solicitud de la medida excepcional -el abrigo- al poder judicial, lo que los vuelve ciertamente dominantes en cuanto a la propuesta de estrategias de resolución. A su vez, a través de algunos de los dichos,  sus integrantes entienden que desde los EOE se recurre a la derivación como primera medida y no como última instancia, desaprovechando la cercanía y contacto cotidiano con los involucrados. 
“Cuando uno empieza a hacer una lectura más profunda de la situación, muchos casos hubiese estado bueno que lo trabajen antes en la escuela, porque el equipo técnico de la escuela, el equipo técnico de un Centro Complementario, lo que pueden es llegar mucho más fácil a las familias porque hay una confianza de por medio, porque hay una historia de intervención, entonces si ellos propusieran las mismas cosas que proponemos nosotros, para mí tendrían otra respuesta” (T.S SLPPDNNA).

Entienden que el reclamo, por los tiempos extendidos en que suelen resolverse las situaciones de los niños, se resolverían con mayor celeridad si la atención de las situaciones más críticas fuesen trabajadas desde el EOE. 

“Se elige presentar el caso al Servicio Local y de alguna manera se condena a la gente al tiempo que tardamos nosotros en intervenir. Lo cual, a veces, es uno o dos meses” (T.S SLPPDNNA).

Por otra parte, el acceso a determinada información directa y a la toma de ciertas decisiones, también son resorte del SLPPDNNA; razón por lo cual la invocada corresponsabilidad quedaría acotada. Cuestión que  los profesionales de los EOE han intentado resolver  realizando acciones de  denuncia ante la fiscalía, recurriendo directamente al poder judicial y desconociendo la línea de acción que propone la ley, en clara actitud de resistencia hacia lo que entienden como una falta de confianza en su mirada profesional. En este sentido, el poder judicial sigue representando, para los actores escolares, aquella autoridad a la que se acude en busca de tutela o patronato.

“A veces la escuela queda como un poco exagerada en algunas situaciones. Como este chico que estuvo muchos años presentado y no ameritaba según ellos, pero para nosotros sí. Hicieron la medida de abrigo porque nosotros insistíamos, los volvíamos locos. Cuando lo pasamos a fiscalía fue como decir, bueno, probemos en otro lado a ver alguien (…) No cayó bien que hiciéramos la presentación a fiscalía” (OA).

Asimismo la ambigüedad que atraviesa determinado accionar de los actores escolares, como puede ser una temprana denuncia de la situación detectada en el SLPPDNNA, pueden estar  vinculadas a una cuestión que permea buena parte de las prácticas del sistema educativo: la responsabilidad civil
 de los directores de escuelas (Villalta, Llobet, 2014), así como una forma de práctica profesional que busca “cubrirse” ante situaciones que se visualizan como peligrosas.
“Si algo aprendimos [fue] a cubrirnos nosotras profesionalmente porque  cuando trabajás con situaciones de riesgo,  no sabés qué le puede pasar a un alumno. Lo primero que aprendés, intra equipo, es cómo cubrir nuestras prácticas profesionales. O sea, yo tenía [escrito] "tal día el pibe dijo tanto", "entrevista con la mamá" y pongo todos los datos que le pueden interesar al SL y me voy [a la sede central]  y "firmame el recibido", eso lo guardo en el legajo” (OA). 
Lo descripto hasta aquí pondría de manifiesto las primeras controversias en cuanto a las implicancias y alcances de la corresponsabilidad, visualizándose con nitidez la puja por el sentido, los reclamos mutuos y las tensiones. Los SLPPDNNA han incrementado sus competencias en relación a la atención de situaciones de vulneración de derechos, principalmente, en lo que concierne a la decisión de solicitar la medida excepcional de protección, así como la coordinación de acciones conjuntas. 

“Porque nosotros no venimos a trabajar a la par como algún otro organismo como es Envión, como es GV. Nosotros venimos a intervenir cuando hay algo que está mal, cuando hay que restituir algo” (T.S. del SLPPDNNA).
Lo que podría ser entendido por unos –los SLPPDNNA- como una estrategia de “derivación” de parte de la institución escolar y otros actores, puede ser también visto como la contraparte del SLPPDNNA que, como un actor con “facultades especiales”, hace valer su centralidad. En otros términos, varían los reclamos de acuerdo a cuál sea el interlocutor al que se esté interrogando. De los efectores corresponsables (escolares y otros) se espera, según los dichos del SLPPDNNA, una mayor proactividad e iniciativa en la gestión de las acciones, en tanto que en otras oportunidades debieran  participar aportando información o ayuda de diversa índole sin pretensiones de direccionar y controlar, dado que esto es facultad exclusiva del SLPPDNNA.
“Nos encontramos que lo primero que se hace es presentarlo al Servicio Local y cuando nos sentamos con los equipos, no solamente de las escuelas sino de cualquier institución, la mayoría no agotó todas las instancias. O está a la mitad o no hizo casi nada, entonces nuestro laburo es doble” (T.S SLPPDNNA).

“Hemos tenido situaciones donde una escuela, por ejemplo, ha impedido una medida de abrigo en la guardia, porque la mamá lloraba, entonces no les pareció que se podía hacer el abrigo. Y cuando la entrevistamos después a la directora acá, le explicamos que en realidad no es resorte de la escuela decidir eso porque además había un patrullero, había un operador, pero también había una madre en una situación alcoholizada que no podía volverse con sus hijos” (Abogada SLPPDNNA).
El financiamiento para las políticas de promoción y protección parece ser otro elemento clave al momento de comprender las dificultades por las que atraviesan los actores institucionales, especialmente los SLPPDNNA, como elemento obstaculizador de la corresponsabilidad. La falta de recursos ha sido ampliamente citada en el relato de todos los equipos como una de las causas que impediría resolver las problemáticas de cada situación. Como se expresara, el intento de las medidas ordinarias de promoción y protección apuntan a fortalecer a las familias para que logren superar sus dificultades, las cuales muchas veces tienen que ver con cuestiones de pobreza o escasez de recursos.  La ley es en esto taxativa, expresando que bajo ningún motivo se puede separar a un niño de su familia por su situación de pobreza. No obstante ello, investigaciones como la de Rodríguez y Fernández (2011) dan cuenta -desde el análisis jurisprudencial- cómo frente a la falta o la ineficiencia de políticas públicas de contención y asistencia a las familias, se recurre muchas veces a la medida excepcional; desequilibrando gravemente la relación entre el derecho formal y la realidad. Otro problema que destaca este estudio es que, ante la escasez de recursos, los distintos actores institucionales se ven impelidos a decidir cuáles son los casos más urgentes a los que se dará respuesta antes, y cuáles pueden esperar. Aquí es donde las prácticas discursivas serán un elemento central, dado que sostendrán las decisiones influyendo de manera concreta sobre la vida de los niños que necesitan respuestas prontas. 

“Permanentemente las necesidades y la demanda aumentan pero los recursos no aumentan, entonces a veces es difícil dar respuestas. O sea, todos sabemos lo que tenemos que hacer pero a veces no tenemos con qué, entonces también genera situaciones que uno va priorizando el menor mal, de alguna manera, lo menos... lo más urgente pero dentro de lo urgente lo más urgente y a veces es difícil esa decisión, porque depende del equipo también” (Abogada SLPPDNNA).
De este modo, y como se expresara anteriormente, la cuestión de la asignación de recursos resulta una importante controversia a la hora de comprender los reclamos manifestados por parte de todos los actores. Desde la perspectiva de Barna (2015) y Magistris (2016) parte del problema se remonta a que la provincia nunca asignó recursos legítimos y exclusivos a la implementación de los sistemas de Promoción y Protección a nivel local
.
De acuerdo a las conclusiones del Observatorio Social de la Niñez (2012) “hay un consenso generalizado acerca del desfinanciamiento integral y la falta de políticas activas en el Sistema de Promoción y Protección Integral de derechos de la niñez” (Barna, 2015). En definitiva, en numerosas oportunidades las intervenciones del SLPPDNNA terminan poniendo el peso de la ley en las dificultades y carencias materiales de las familias, desconociendo y ocultando las carencias estructurales del sistema que no cuenta con recursos para elaborar estrategias de permanencia familiar (Rodríguez y Fernández, 2011).

          La relación del CdD con el SLPPDNNA se da principalmente, debido a que el primero se aboca al trabajo con niño/as que muchas veces se los ha abordado en la calle bajo situación de trabajo; cuestión que inevitablemente genera un contacto entre ellos.  Esta relación también resulta compleja, de acuerdo a los dichos de las integrantes del equipo técnico de ambos organismos. En este caso, el equipo del CdD acude al SLPPDNNA y no siempre las miradas resultan coincidentes en lo que respecta a las propuestas de acompañamiento, en los tiempos y en los recursos. También en cuanto a lo que respecta a las medidas excepcionales de protección hay una mirada distinta.
          En términos generales se puede decir que tanto para el EOE como para el CdD las respuestas del SLPPDNNA, en términos de recursos como de tiempos, son considerados insuficientes, reconociendo por sobre todo la escasez, pero también en cuanto a la búsqueda de una instancia “legal” que obligue a los adultos a cargo de los/as niños/as a que se responsabilicen. Como este no es el vector de trabajo de los SLPPDNNA, ya que como se dijo, los acuerdos a los que pueda llegar dicho organismo con las familias o tutores de los/as niños/as no son vinculantes, los demás efectores –EOE y CdD- han manifestado que el marco legal parece no dar respuesta a ciertos problemas que se plantean. 

“Si bien somos todos corresponsables en la aplicación de la ley, es el Servicio Local quien tiene la autoridad de aplicación y tiene la ley. Digamos, lo que antes hacían los Tribunales, el Juez, digamos. Es el Servicio Local, aunque ellos digan que no, que no tienen tanta autoridad, porque es lo que dicen, que lo mismo que pueden hacer ellos lo podemos hacer nosotros, no es así. O por lo menos se espera que no sea así, digamos” (PS del CdD).
En esto se pone en juego nuevamente nuestra hipótesis acerca de que las prácticas discursivas de los actores institucionales estarían más cercanas al paradigma tutelar que al de la promoción y protección de derechos.
       Como esperamos haber expuesto hasta aquí, entendemos que los derechos de NNA deben ser vistos de modo amplio, como proceso primario de regulación y ordenamiento social, y como una de las arenas claves para indagar cómo las experiencias sociales de infancia son moldeadas y controladas, notando a su vez, su relevancia como articuladores entre estructura y agencia (James y James, 2004 en Magistris, 2016). Los relatos recabados muestran la complejidad y densidad de las diversas formas de intervención dentro del DPPDNNA. 
                Surge una fuerte tensión relativa a la pertinencia de las intervenciones profesionales que se realizan ante situaciones de vulneración de derechos. Se podría entender que los  profesionales “expertos” se disputan la interpretación legítima de las necesidades (Fraser, 1991 en Magistris, 2016) de los/as niños/as y sus familias a partir de la creación de los nuevos organismos de protección y cuidado de la infancia. También se distingue un reclamo de mayor compromiso en la corresponsabilidad por parte de los SLPPDNNA hacia los demás actores, así como una búsqueda de mayor democratización de las decisiones por parte de los actores escolares y del CdD. En otros términos,  se visualiza una puja por el poder que tendría como protagonista, por un lado, al SLPPDNNA quien detenta la facultad de gestionar la medida excepcional y por otro al EOE y CdD quienes acuden al SLPPDNNA como instancia gubernamental en la que se deposita la expectativa de una autoridad sobre los adultos tutores o responsables de un/a niño/a. En esto los SLPPDNNA oponen resistencia, argumentando que no tienen poder de policía y que la corresponsabilidad implica intervenciones compartidas, no derivaciones. Según Villalta y Llobet (2015), el análisis de las tensiones que surgen cuando se intenta adecuar la protección de la infancia a un enfoque de derechos, emerge como la arena donde se juegan las interpretaciones de los actores intervinientes y en definitiva donde se interviene sobre la realidad, la subjetividad, sobre la vida de los/as niños/as. De esta forma se ha visto que el dispositivo viene construyéndose de forma híbrida y heterogénea y con dificultades en cuestiones de financiamiento y logro de acuerdos.
Referencias:  

CIDN (Convención Internacional de los Derechos del Niño); LNPIDN  (Ley Nacional de Promoción Integral de los Derechos del Niño N°26.061/06); LPPPDNNA  (Ley Provincial de Promoción y Protección de los Derechos de Niños; Niñas y Adolescentes N°13.298/07); SLPPDNNA (Servicios Locales de Promoción y Protección de derechos de niños, niñas y adolescentes); DPPDNNA (Dispositivo de Promoción y Protección  de derechos de niños, niñas y adolescentes); MPC y PS (Modalidad Psicología Comunitaria y Pedagogía Social); EOE (Equipo de Orientación Escolar); CdeD (Centro de día).
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�. Se entiende por  prácticas discursivas -recuperando a Foucault (1979)-  a las “maneras de hablar, pensar o hacer, o reglas anónimas, históricas, siempre determinadas en el tiempo y el espacio que han definido en una época dada y para un área social, económica, geográfica o lingüística dada, las condiciones de ejercicio de la función enunciativa” (p.198). Dichas prácticas constituyen la producción de subjetividad a través de las cuales los sujetos (inspectores de enseñanza, miembros del EOE, miembros de los SLPPD y de otras organizaciones intervinientes) asumen una identidad en los asuntos sociales e involucran sentidos sobre la relación entre el saber, las instituciones y el poder.


�Las medidas excepcionales de protección implican la separación del niño de su medio familiar; representando una medida extrema, subsidiaria y restringida en el tiempo a la que –de acuerdo a lo sostenido por algunos autores (Pellegrini, 2010)-se debería evitar llegar.


�El concepto de efectores es mencionado en el Decreto reglamentario de los artículos 15 y 21 de la Ley N° 13.298. Si bien no deja explícitamente nombrados quiénes serían esos efectores, se indica que pueden ser efectores sociales públicos que prestan servicios a los NNA y a sus familias y pueden ser estatales y privados. En un relevamiento de la utilización del término, se pudo detectar que en la mayor parte de las acepciones se lo utiliza para involucrar a aquellas políticas públicas de espíritu universal como son el sector de la salud y la educación. También son identificados aquellos actores de la sociedad civil a los que se considera corresponsables en la promoción y protección de derechos.


� Según Colángelo (2005) “las divisiones entre edades o etapas de la vida no sólo son arbitrarias, sino también objeto de disputas y manipulaciones. La forma en que se defina y caracterice la infancia es un fenómeno eminentemente político en el sentido de que tiene que ver con la distribución de poder entre distintos grupos de la sociedad, dado que las clasificaciones por edad son también una forma de imponer límites, de producir un orden en el cual cada uno debe ocupar su lugar” (p. 4). 








�Los antecedentes de la CIDN se encuentran en la Declaración de Ginebra de 1924 influenciada por la Fundación Save the children. Allí quedó planteado un eje hegemónico en los modos de intervenir sobre la niñez a nivel global cuya perspectiva humanista con foco en la niñez, se presenta como apolítica y pretende garantizar los derechos de los niños independientemente del contexto en el que se encuentren.


�Entendemos al sistema de promoción integral de derechos de niños, niñas y adolescentes como un dispositivo desde el momento en que se configura como una red de relaciones que genera nexos entre elementos heterogéneos, tiene una función estratégica, como es vehiculizar la nueva concepción del niño como sujeto de derecho, siendo éste su imperativo. A su vez, y luego de un primer momento de lucha por la instalación en escena del discurso de la integralidad de derechos, se continúa un momento de constitución del dispositivo propiamente dicho. Momento en el que se observará un proceso de sobredeterminación funcional, es decir, este dispositivo entrará  en diálogo y/o contradicción con los otros dispositivos- el judicial, por ejemplo- exigiendo reajustes (Castro, 2004).





�. El concepto de trabajo en Red es el que propicia esta articulación y para ello prevé una página web del Ministerio de Educación de la Nación, a la cual se accede a través del Código Único del Establecimiento (CUE) por escuela. Pone a disposición un mapa de recursos que permite ubicar todas las dependencias del sistema educativo cercanas a una determinada escuela, así como las áreas de salud y la oficina de protección de derechos más próximas, entre otras instituciones (�HYPERLINK "http://desarrollo.mapaeducativo.edu.ar/escuela_comunidad/index.php" \h�http://desarrollo.mapaeducativo.edu.ar/escuela_comunidad/index.php�)


�.Entre las que se explicitan: I. Violencia en el contexto familiar y el maltrato infanto-juvenil, II.  Presunción de Abuso Sexual Infantil (intra, extrafamiliar y en el ámbito escolar), III. Violencia en el espacio escolar en sentido restringido, presencia de armas en el espacio escolar, violencia hacia un NNA, y en sentido amplio, como puede ser el hostigamiento, violencia hacia los docentes, IV. Fallecimiento, V. Intento de suicidio y suicidio, VI. Niños en situación de calle, VII. Trabajo infantil, VIII. Desaparición de personas, IX. Sustancias psicoactivas, X. Niños y adolescentes en situación de trata. 


� El Artículo n° 1.767 del Código Civil y Comercial de la Nación indica la responsabilidad de los establecimientos educativos. El titular de un establecimiento educativo responde por el daño causado o sufrido por sus alumnos menores de edad, cuando se hallen o deban hallarse bajo el control de la autoridad escolar. El fundamento de la responsabilidad  radica en que cuando los representantes legales del menor lo envían a un establecimiento escolar celebran con su propietario un contrato innominado –que puede ser gratuito u oneroso- que tiene por obligación principal la de suministrar educación al menor, pero conlleva también, a cargo del educador, deberes auxiliares de protección, cuidado y atención.





�Como expresa Barna (2015), los Servicios Locales serían  solventados por la provincia a través del  Fondo de Fortalecimiento de programas sociales y saneamiento ambiental (Ley 13.163 y Decreto 609/04).  Se invitó a los municipios a adherir al convenio de la ley de  PPDNNA, y entre los requisitos éstos debían destinar el 50% de lo recibido por el Fondo de Fortalecimiento al financiamiento del SLPPDNNA. Sin embargo esta cláusula no era vinculante para que los municipios recibieran los recursos y  terminaron  utilizando discrecionalmente los recursos provenientes de dicho Fondo, es decir, no exclusivamente  para los SLPPDNNA.
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